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RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA Nro. PCI-P-123-2026 

 
TERMINACIÓN UNILATERAL DEL CONTRATO NRO. 097-GADPI-PS-2024 

 
“CONSTRUCCIÓN DEL ASFALTADO DE LA VÍA PIMAMPIRO MARIANO ACOSTA 
(TRAMO 1) MÁS VARIANTE PRODUCIDA POR DESLAVE, PARROQUIA MARIANO 

ACOSTA, CANTÓN PIMAMPIRO” 
 

Richard Calderón Saltos. 
PREFECTO DE LA PROVINCIA DE IMBABURA 

 
Considerando: 

 
Que, la Constitución de la República del Ecuador, en adelante CRE o Norma Suprema, en el artículo 
76, primer inciso, prescribe: En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier 
orden, se asegurará el derecho al debido proceso…; y, en su numeral 7, letra l), dispone que El derecho de 
las personas a la defensa incluye que las resoluciones de los poderes públicos serán motivadas; y que no habrá 
motivación si en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no se explica 
la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. 
 
Que, el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador, manda: Las instituciones del 
Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que actúen en virtud 
de una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en la 
Constitución y la ley (…). 
 
Que, el artículo 227 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: La administración 
pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia, calidad, 
jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación, participación, planificación, transparencia y 
evaluación. 
 
Que, el artículo 233, primer inciso de la Constitución de la República del Ecuador, prescribe: 
Ninguna servidora ni servidor público estará exento de responsabilidades por los actos realizados en el ejercicio 
de sus funciones o por omisiones, y serán responsable administrativa, civil y penalmente por el manejo y 
administración de fondos, bienes o recursos públicos. 
 
Que, el artículo 288 de la Constitución de la República del Ecuador, señala:  Las compras públicas 
cumplirán con criterios de eficiencia, transparencia, calidad, responsabilidad ambiental y social. Se priorizarán 
los productos y servicios nacionales, en particular los provenientes de la economía popular y solidaria, y de las 
micro, pequeñas y medianas unidades productivas. 
 
Que, el artículo 40, primer inciso, del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y 
Descentralización, en adelante COOTAD, establece: Los gobiernos autónomos descentralizados 
provinciales son personas jurídicas de derecho público, con autonomía política, administrativa y financiera. 
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Estarán integrados por las funciones de participación ciudadana; legislación y fiscalización; y, ejecutiva, 
previstas en este Código, para el ejercicio de las funciones y competencias que le corresponden. 
 
Que, conforme lo dispone el artículo 50, literal a), del COOTAD, en concordancia con lo establecido 
en el numeral 16 del artículo 6 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, le 
corresponde al Prefecto ejercer la representación legal del gobierno autónomo descentralizado provincial. 
 
Que, el artículo 278 del COOTAD respecto a la gestión por contrato de los gobiernos autónomos 
descentralizados, establece: “En la adquisición o arrendamiento de bienes, ejecución de obras y prestación 
de servicios, incluidos los de consultoría, los gobiernos autónomos descentralizados observarán las 
disposiciones, principios, herramientas e instrumentos previstos en la Ley que regule la contratación pública”. 
 
Que, el artículo 98 del Código Orgánico Administrativo, en adelante COA, señala: Acto 
administrativo es la declaración unilateral de voluntad, efectuada en ejercicio de la función administrativa que 
produce efectos jurídicos individuales o generales, siempre que se agote con su cumplimiento y de forma 
directa. Se expedirá por cualquier medio documental, físico o digital y quedará constancia en el expediente 
administrativo. 
 
Que, el artículo 99 del COA, prevé los siguientes requisitos de validez del acto administrativo: 1. 
Competencia 2. Objeto 3. Voluntad 4. Procedimiento 5. Motivación. 
 
Que, el artículo 100 del COA, prescribe: Motivación del acto administrativo.  En la motivación del acto 
administrativo se observará: 1. El señalamiento de la norma jurídica o principios jurídicos aplicables y la 
determinación de su alcance. 2. La calificación de los hechos relevantes para la adopción de la decisión, sobre 
la base de la evidencia que conste en el expediente administrativo. 3. La explicación de la pertinencia del 
régimen jurídico invocado en relación con los hechos determinados. Se puede hacer remisión a otros 
documentos, siempre que la referencia se incorpore al texto del acto administrativo y conste en el expediente 
al que haya tenido acceso la persona interesada. Si la decisión que contiene el acto administrativo no se deriva 
del procedimiento o no se desprende lógicamente de los fundamentos expuestos, se entenderá que no ha sido 
motivado. 
 
Que, el artículo 101 del COA, señala: El acto administrativo será eficaz una vez notificado al administrado. 
La ejecución del acto administrativo sin cumplir con la notificación constituirá, para efectos de la 
responsabilidad de los servidores públicos, un hecho administrativo viciado. 
 
Que, el artículo 125 del COA, define al contrato administrativo, como: Es el acuerdo de voluntades 
productor de efectos jurídicos, entre dos o más sujetos de derecho, de los cuales uno ejerce una función 
administrativa. Los contratos administrativos se rigen por el ordenamiento jurídico específico en la materia. 
 
Que, el artículo 164 del COA, define a la notificación como (…) el acto por el cual se comunica a la 
persona interesada o a un conjunto indeterminado de personas, el contenido de un acto administrativo para 
que las personas interesadas estén en condiciones de ejercer sus derechos. / La notificación de la primera 
actuación de las administraciones públicas se realizará personalmente, por boleta o a través del medio de 
comunicación, ordenado por estas. / La notificación de las actuaciones de las administraciones públicas se 
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practica por cualquier medio, físico o digital, que permita tener constancia de la transmisión y recepción de su 
contenido. 
 
Que, el artículo 165 del COA, determina: Notificación personal. Se cumplirá con la entrega a la persona 
interesada o a su representante legal, en cualquier lugar, día y hora, el contenido del acto administrativo. / La 
constancia de esta notificación expresará: / 1. La recepción del acto administrativo que la persona interesada 
otorgue a través de cualquier medio físico o digital. / 2. La negativa de la persona interesada a recibir la 
notificación física, mediante la intervención de un testigo y el notificador. / La notificación a través de medios 
electrónicos es válida y produce efectos, siempre que exista constancia en el procedimiento, por cualquier medio, 
de la transmisión y recepción de la notificación, de su fecha y hora, del contenido íntegro de la comunicación 
y se identifique fidedignamente al remitente y al destinatario. 
 
Que, el artículo 4 de Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública vigente a la firma 
del contrato , en adelante LOSNCP, prevé que, para su aplicación y de los contratos que de ella se 
deriven, se debe observar, entre otros, los principios de legalidad, trato justo, oportunidad, transparencia 
y publicidad. 
 
Que, el artículo 9, números 1 y 2, de la LOSNCP, prevé como objetivos prioritarios del Estado, en 
materia de contratación pública: 1. Garantizar la calidad del gasto público y su ejecución en concordancia 
con el Plan Nacional de Desarrollo; 2. Garantizar la ejecución plena de los contratos y la aplicación efectiva 
de las normas contractuales (…). 
 
Que, el artículo 80 de la LOSNCP; en concordancia con los artículos 295, 296, 297 y 303 del 
Reglamento General a la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, en adelante 
RGLOSNCP, en definitiva determinan que los administradores de los contratos administrativos u órdenes de 
compra, tienen el deber y obligación de conocer y aplicar el ordenamiento jurídico en materia de contratación 
pública, tanto en lo que se refiere a los requisitos que deben cumplir como los controles por ejercer; y, en 
términos generales, establecen que los administradores de contrato u órdenes de compra son responsables de: 
(i) adoptar las medidas que sean necesarias para la adecuada ejecución contractual, con estricto cumplimiento 
del ordenamiento jurídico aplicable, a las cláusulas contractuales, programas, cronogramas, plazos y costos 
previstos; (ii) velar por el cabal y oportuno cumplimiento de todas y cada una de las obligaciones derivadas del 
contrato a fin de evitar retrasos injustificados; (iii) imponer las multas y sanciones a que hubiere lugar; (iii) 
vigilar y gestionar, en coordinación con el tesorero institucional, la vigencia de las garantías presentadas por 
el contratista; (iv) reportar a la máxima autoridad, en forma oportuna, cualquier aspecto operativo, técnico, 
económico y de otra naturaleza que pudieren afectar al cumplimiento del contrato; (v) dar solución a los 
problemas que se presentaran en la fase de ejecución contractual; e, (vi) impulsar, informar y solicitar, 
motivadamente, la terminación del contrato. 
 
Que, el artículo 94, número 7, prevé como uno de los casos por el que procede la terminación 
unilateral de los contratos que: “La Entidad Contratante también podrá declarar terminado anticipada y 
unilateralmente el contrato cuando, ante circunstancias técnicas o económicas imprevistas o de caso fortuito 
o fuerza mayor, debidamente comprobadas, el contratista no hubiere accedido a terminar de mutuo acuerdo el 
contrato. En este caso, no se ejecutará la garantía de fiel cumplimiento del contrato ni se inscribirá al 
contratista como incumplido. En este último caso, el contratista tiene la obligación de devolver el monto del 
anticipo no amortizado en el término de treinta (30) días de haberse notificado la terminación unilateral del 
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contrato en la que constará la liquidación del anticipo, y en caso de no hacerlo en término señalado, la entidad 
procederá a la ejecución de la garantía de Buen Uso del Anticipo por el monto no devengado. El no pago de la 
liquidación en el término señalado, dará lugar al pago de intereses desde la fecha de notificación, intereses que 
se imputará a la garantía de fiel cumplimiento del contrato”. 
 
Que, el primer inciso del artículo 95, de la LOSNCP prevé el trámite previo a la declaratoria de 
terminación unilateral de los contratos, siendo obligación de las entidades contratantes notificar al 
contratista, con la anticipación de diez (10) días término, sobre su decisión de terminar el contrato 
unilateralmente, adjuntando a dicha notificación los informes técnico y económico en el que debe 
materializarse el cumplimiento de las obligaciones de las entidades contratantes y de los 
contratistas; además, la notificación debe contener, en forma específica, el incumplimiento o mora 
en que ha incurrido el contratista y la advertencia de que, si no se subsana el mismo en el término 
concedido, se dará por terminado unilateralmente el contrato. 
 
Que, el segundo inciso del artículo 95 de la LOSNCP, faculta a las entidades contratantes a dar por 
terminado unilateralmente el contrato, mediante resolución de la máxima autoridad, en el caso de 
que el contratista no justifique la mora o remedie el incumplimiento en el término concedido; y, 
dispone que la resolución de terminación unilateral sea comunicada por escrito al contratista y 
publicada en el portal institucional del SERCOP. 
 
Que, el sexto inciso del artículo 95, concede a las entidades contratantes el derecho a demandar la 
indemnización de los daños y perjuicios, a que haya lugar. 
 
Que, el artículo 306 del RGLOSNCP, dispone: Terminación de contratos.- Los contratos terminan 
conforme lo determina el artículo 92 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública; y, el 
artículo 310, ibidem, señala: Terminación unilateral del contrato.- La terminación unilateral del contrato 
procederá por las causales establecidas en la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública y 
siguiendo el procedimiento establecido en la misma. 
 
Que, el artículo 312 del RGLOSNCP, prevé: Notificación de terminación unilateral del contrato.-En la 
resolución de terminación unilateral del contrato se establecerá el avance físico de las obras, bienes o servicios 
y la liquidación financiera y contable del contrato; requiriéndose que dentro del término de diez días contados 
a partir de la fecha de notificación de la resolución de terminación unilateral, el contratista pague a la entidad 
contratante los valores adeudados hasta la fecha de terminación del contrato conforme a la liquidación 
practicada y en la que se incluya, si fuera del caso, el valor del anticipo no devengado debidamente reajustado. 
La misma deberá ser notificada igualmente a la empresa de seguros, banco, o institución financiera que haya 
emitido las garantías. En el caso de que el contratista no pagare el valor requerido dentro del término indicado 
en el inciso anterior, la entidad contratante pedirá por escrito al garante que, dentro del término de diez días 
contado a partir del requerimiento, ejecute las garantías otorgadas y dentro del mismo término pague a la 
entidad contratante los valores liquidados que incluyan los intereses fijados por el Directorio del Banco Central 
del Ecuador, que se calcularán hasta la fecha efectiva del pago. 
 
Que, el 04 de Octubre del 2024, el GAD Provincial de Imbabura y el Ingeniero Boris Marco Guamán 
Quishpe, Procurador Común del Consorcio Imbabura-2 suscriben el Contrato N.º 097-GADPI-PS-
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2024, cuyo objeto es la “CONSTRUCCIÓN DEL ASFALTADO DE LA VÍA PIMAMPIRO 
MARIANO ACOSTA (TRAMO 1) MÁS VARIANTE PRODUCIDA POR DESLAVE, PARROQUIA 
MARIANO ACOSTA, CANTÓN PIMAMPIRO ", por un valor total de USD. 2.001.817,17 sin IVA, y 
un plazo de ejecución de (300) días, contados a partir del día siguiente de la autorización por escrito 
de inicio de la obra por parte del administrador del contrato, previo la notificación de que el anticipo 
se encuentre disponible. 
 
Que, mediante oficio Nro. PCI-DGVI-SED-2024-0105-O del 16 de Diciembre del 2024 el 
administrador del contrato notifica al contratista con la autorización del Inicio de Obra. 
 
Que, mediante Resolución Nro. PCI-DGVI-2025-097-037, se autorizó la suspensión del plazo 
contractual a partir del 19 de septiembre del 2025.  
 
Que, mediante Resolución Nro. PCI-DGVI-2025-097-055, se levanta la suspensión del plazo 
contractual a partir del 28 de Noviembre del 2025.  
 
Que, mediante Resolución Nro. PCI-DGVI-2025-097-059 del 19 de Diciembre del 2025, se autorizó 
la prórroga de plazo del referido contrato, por 30 días contados a partir  de la fecha del vencimiento 
del plazo del contrato. 
 
Que, mediante Resolución Nro. PCI-DGVI-2026-097-002 del 16 de enero del 2026, se autorizó la 
prórroga de plazo del referido contrato, por de 90 días contados a partir  de la fecha del vencimiento 
del plazo del contrato. 
 
Que, mediante Resolución Nro. PCI-DGVI-2026-097-003, se autorizó la suspensión del plazo 
contractual a partir del 13 de marzo de 2026.   
 
Que, el 24 de agosto de 2026, el procurador común del Consorcio Imbabura 2, a través del trámite 
ciudadano PCI-CIU-2026-0786, presenta la documentación relacionada con el impacto del 
incremento del precio del diésel en los rubros 15 y 17 del contrato y solicitó la revisión o 
modificación de precios unitarios. Subsidiariamente, planteó la terminación del contrato por mutuo 
acuerdo, en el evento que no se pueda revisar los precios por los propuestos. 
 
Que, mediante Informe Nro. INF-DFIS-PIMA-2026-003, del 02 de septiembre de 2026, el Fiscalizador 
de la obra, presentó el análisis técnico relacionado con las condiciones del contrato Nro. 097-GADPI-
PS-2024.  
 
Que, respecto de la revisión de los precios unitarios correspondientes a los rubros 15 y 17 el informe 
de fiscalización señala: “De la revisión de la fórmula polinómica contractual se determina que el componente 
diésel tiene una incidencia del 11 %. Por lo tanto, la variación de su precio afecta únicamente a la proporción 
que este componente representa dentro de la fórmula y no puede trasladarse directamente a la totalidad del 
precio unitario de los rubros analizados. Tomando como referencia la variación del 83,89 % indicada por el 
contratista, el efecto teórico de dicha variación dentro de la fórmula corresponde aproximadamente al 9,23 %, 
resultado de aplicar la incidencia del 11 % a la variación señalada. 
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Aplicado de manera referencial al valor contractual de ambos rubros, que asciende a USD 281.681,40, el 9,23 
% representa aproximadamente USD 25.993,03. En contraste, la diferencia entre el valor contractual de estos 
rubros y el valor obtenido con los precios solicitados por el contratista asciende a USD 356.592,60. 
 
Con los precios propuestos por el contratista, el valor de los rubros 15 y 17 ascendería a USD 638.274,00, 
mientras que con los precios contractuales su valor corresponde a USD 281.681,40. Existe, por tanto, una 
diferencia de USD 356.592,60. 
Al comparar el valor solicitado con los límites legales, se determina que supera en USD 598.237,66 el monto 
permitido para una orden de trabajo y en USD 478.128,63 el monto máximo de un contrato complementario. 
Por lo tanto, ninguna de estas figuras permite reconocer los precios requeridos por el  contratista. 
 
En consecuencia, no resulta procedente modificar directamente sus precios unitarios ni crear nuevos rubros 
destinados a sustituir actividades que ya se encuentran contratadas. De continuar la ejecución contractual, 
corresponde aplicar los precios unitarios establecidos en el contrato y el reajuste de precios que resulte de la 
fórmula contractual.” 
 
Con estos antecedentes el informe de fiscalización recomienda: 
 
“No aprobar la modificación directa de los precios unitarios correspondientes a los rubros 15 y 17 ni la creación 
de nuevos rubros destinados a reemplazar actividades que ya forman parte del contrato. 
Continuar con el análisis administrativo correspondiente para determinar la procedencia de la terminación 
por mutuo acuerdo solicitada por el contratista, con base en el artículo 93 de la LOSNCP aplicable al contrato 
y demás disposiciones que correspondan.” 
 
Que, mediante Informe Nro. PCI-DGVI-SED-2026-097-TC-001 del 03 de septiembre del 2026, el Ing. 
Bolívar Parra,  administrador del Contrato expone los antecedentes, datos de la contratación, 
circunstancias que motivan la terminación por mutuo acuerdo, justificación, liquidación técnica-
económica, estado de garantías, liquidación de plazos y, concluye lo siguiente: “La pretensión del 
contratista de utilizar los valores actualizados de USD 1,29 para el rubro 15 y USD 15,41 para el rubro 17 no 
puede incorporarse directamente a la liquidación ni emplearse como sustitución automática de los precios 
contractuales. 
 
Fiscalización no validó los APU actualizados del contratista como documentos técnicos y económicos 
suficientes para modificar los precios contractuales. Además, concluyó que no corresponde modificar 
directamente los precios unitarios de los rubros 15 y 17 ni crear nuevos rubros para reemplazar actividades 
que ya forman parte del objeto contractual. 
 
En consecuencia, para cualquier liquidación o cálculo que corresponda deberán observarse los precios unitarios 
contractuales, las cantidades efectivamente ejecutadas, verificadas y aprobadas, y el reajuste calculado 
conforme a la fórmula contractual y a la normativa aplicable.” 
 
Sobre la base de dicho análisis el Administrador del Contrato concluye: “1. No existe respaldo 
suficiente para incorporar directamente a la liquidación los 
precios de USD 1,29 y USD 15,41 propuestos por el contratista. 
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2. La liquidación se efectuó con los precios unitarios contractuales, las cantidades 
efectivamente ejecutadas y aprobadas y el reajuste que corresponda conforme 
a la fórmula contractual. 
 
3. No se aprueba la modificación directa de los rubros 15 y 17 ni crear nuevos 
rubros para sustituir actividades ya previstas en el contrato” (SIC) 
 
IX. RECOMENDACIONES 
 
Autorizar la terminación por mutuo acuerdo, solicitada por el Consorcio Imbabura-2, al considerar que la 
alteración extraordinaria del precio del diésel y la situación del financiamiento BDE hacen objetivamente 
inconveniente continuar la ejecución en las condiciones actuales. La terminación deberá formalizarse mediante 
instrumento bilateral y con una liquidación que valore únicamente las cantidades efectivamente ejecutadas, 
verificadas y aprobadas con precios contractuales y el reajuste aplicable. Deberá conservar los derechos 
causados o adquiridos, la potestad de determinar multas y saldos, el tratamiento del anticipo y las garantías y 
las obligaciones que subsistan frente al BDE. La autorización de la terminación no podrá interpretarse como 
condonación, renuncia general ni liberación automática de obligaciones (…)” 
 
Que, mediante memorando Nro. PCI-DGF-2026-0226-M del 04 de septiembre de 2026, la Lic. Amelia 
Fernanda Villacís Espinoza Directora General Financiera, emite la certificación de pagos derivados 
del contrato 097-GADPI-PS-2024.  
 
Que, mediante oficio  Nro. PCI-DGVI-2026-087-O del 04 de septiembre del 2026, el Ing. Alfredo 
Martínez Delegado de la máxima autoridad informa y solicita al señor Prefecto del GADPI, lo 
siguiente “ En el informe del administrador del contrato, se presenta una consolidación de los antecedentes 
técnicos y económicos disponibles y expone el criterio correspondiente respecto de levantamiento de la 
suspensión y de la conveniencia institucional de continuar con el trámite de terminación por mutuo acuerdo 
considerando entre otros aspectos como el afectación económica ligada con mano continuidad del proyecto y 
las obligaciones vinculadas con el financiamiento del banco de desarrollo del Ecuador. En virtud de lo expuesto, 
remito la documentación indicada para su conocimiento como evaluación y para que dentro del ámbito de sus 
competencias se sirva disponer las acciones administrativas que corresponden” 
 
Que, mediante Resolución Nro. PCI-DGVI-2026-097-053, se levantó la suspensión del plazo 
contractual a partir del 07 de septiembre del 2026. 
 
Que, con fecha 08 de septiembre del 2026, se notifica al Ingeniero Boris Marco Guamán Quishpe 
Procurador Común del CONSORCIO IMBABURA-2, con el acta de terminación por mutuo acuerdo 
del referido contrato. 
 
Que, mediante Carta Ciudadano Nro. PCI-CIU-2026-0859 del 11 de septiembre del 2026, el Ing. Boris 
Guaman Quishpe, Procurador Común informa al señor Prefecto de Imbabura que el Consorcio 
Imbabura 2 no acepta ni suscribirá el acta de Terminación por mutuo acuerdo ante la imposibilidad 
de obtener una solución económica que permita ejecutar el objeto contractual en condiciones 
razonables.    



 

 8 | 11 

 

Que, mediante Memorando Nro. PCI-DGVI-SED-2026-0576-M, de 15 de septiembre de 2026 el 
administrador solicito al fiscalizador que, en el ámbito de sus competencias, proceda a revisar y 
actualizar el informe de liquidación del contrato. 
 
Que, mediante Memorando No. PCI-DFIS-2026-0528-M del 15 de septiembre del 2026, el 
fiscalizador presenta el informe actualizado de liquidación. 
 
Que, mediante Informe Nro. PCI-DGVI-SED-2026-097-TC-002, del 16 de septiembre de 2026 
dirigido al Ing. Alfredo Martínez delegado de la máxima autoridad, el administrador del contrato 
recomienda “Autorizar el inicio del procedimiento administrativo previo a la terminación anticipada y 
unilateral del Contrato Nro. 097-GADPI-PS-2024 ...”, por lo que al amparo del numeral 7 del Art. 94 de la 
LEY ORGÁNICA DEL SISTEMA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA, solicita se dé inicio con 
la Terminación Unilateral del contrato Nº. 097-GADPI-PS ”. 
 
Que, mediante oficio No. PCI-DGVI-2026-095-O del 16 de septiembre de 2026 el Ing. Alfredo 
Martínez delegado de la máxima autoridad remite al señor Prefecto del GADPI el Informe Nro. PCI-
DGVI-SED-2026-097-TC-002 que “contiene el análisis de la situación actual del contrato y la justificación 
correspondiente para considerar el inicio del procedimiento de terminación unilateral, de conformidad con la 
normativa aplicable y las condiciones contractuales. En tal virtud, pongo el referido informe a su consideración 
para que, dentro del ámbito de sus competencias, se sirva disponer las acciones administrativas que 
correspondan.”. 
 
Que, mediante oficio Nro. PCI-P-2026-0593-O del 16 de septiembre del 2026, el señor Prefecto de 
Imbabura, notifica al señor Ing. Boris Guaman Quishpe, con la decisión institucional de dar por 
terminado, en forma unilateral y anticipada el Contrato 097-GADPI-PS-2024, para que proceda 
conforme lo dispuesto en el artículo 95 de la LOSNCP. 
 
Que, mediante informe técnico de verificación del servidor de correo institucional la Mgtr. Viviana 
calderón Jega de Gestión de TI del GAD Provincial de Imbabura, concluye que “… no existió respuesta 
desde la cuenta obrasciviles1922@gmail.com hacia ninguna de las cuentas institucionales de dominio 
@imbabura.gob.ec desde el 16 de septiembre del 2026 hasta la presente fecha 05 de octubre del 2026 ”, por lo 
que de esta manera se verifica que el Ingeniero Boris Marco Guamán Quishpe, Procurador Común 
del Consorcio Imbabura-2 con RUC: 0591764344001 no ha remediado el incumplimiento dentro del 
término establecido. 

 
En ejercicio de de las atribuciones y facultades establecidas en la Constitución de la República, el 
Código Orgánico de Organización Territorial Autonomía y Descentralización, la Ley Orgánica del 
Sistema Nacional de Contratación Pública y su Reglamento General de aplicación; 
 

RESUELVE 

 

Artículo 1.- DECLARAR LA TERMINACIÓN ANTICIPADA Y UNILATERAL DEL 
CONTRATO NRO. 097-GADPI-PS-2024, suscrito el 04 de Octubre del 2024, entre el Gobierno 
Autónomo Descentralizado Provincial de Imbabura y el Ingeniero Boris Marco Guamán Quishpe, 

mailto:obrasciviles1922@gmail.com
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Procurador Común del Consorcio Imbabura-2 con RUC: 0591764344001, cuyo objeto es la 
CONSTRUCCIÓN DEL ASFALTADO DE LA VÍA PIMAMPIRO MARIANO ACOSTA (TRAMO 
1) MÁS VARIANTE PRODUCIDA POR DESLAVE, PARROQUIA MARIANO ACOSTA, 
CANTÓN PIMAMPIRO ",  en el marco de la normativa vigente específicamente lo señalado en el 
numeral 7 del artículo 94 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública y las 
estipulaciones contractuales. 
 
Artículo 2.- ESTABLECER como liquidación de plazos y económica la constante en los informes 
técnico y económico emitidos por el Administrador del contrato y la Directora Financiera, los 
cuales se encuentran detallados en los considerandos descritos en líneas anteriores y forman parte 
integrante de la presente resolución.  
 
Artículo 3.- NOTIFICAR al contratista, por intermedio de Secretaría General del Gobierno 
Autónomo Descentralizado Provincial de Imbabura, en el término máximo de tres (3) días 
contados a partir de la emisión de la presente resolución en los siguientes datos:  
 
Contratista: Ing. Boris Marco Guamán Quishpe 
Consorcio Imbabura-2  
RUC: 0591764344001 
Provincia: Cotopaxi  
Cantón: Saquisili 
Parroquia: Chantilin  
Calle principal: Esmeraldas Número: S/N  
Calle secundaria: Cotopaxi  
Teléfono: 0986634808  
Correo electrónico: obrasciviles1922@gmail.com 
 
ARTICULO 4.- CONCEDER al Ing. Boris Marco Guamán Quishpe, Procurador Común del 
Consorcio Imbabura 2 con RUC: 0591764344001, que, en el término de 30 días contados a partir de 
la notificación con la resolución de terminación unilateral del contrato, devuelva el monto del 
anticipo no amortizado y en caso de no hacerlo en el término señalado, la entidad procederá a la 
ejecución de la garantía de Buen Uso del Anticipo por el monto no devengado. 
 
El valor adeudado conforme consta en la liquidación económica inserta por el Administrador del 
Contrato, en el Informe Nro. PCI-DGVI-SED-2026-097-TC-002, del 16 de septiembre del 2026, se 
detalla a continuación:  
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La falta de pago de la liquidación en el término señalado dará lugar al pago de intereses desde la 
fecha de notificación, intereses que se imputará a la garantía de fiel cumplimiento del contrato. 
 
 
Articulo 5.- DISPONER a la Dirección General Financiera, notifique con la presente resolución de 
Terminación anticipada y unilateral del contrato a la ASEGURADORA DEL SUR C.A, institución 
que emitió las garantías del contrato de conformidad con el artículo 312 del Reglamento General 
de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública. 
 
 
Articulo 6.- DISPONER a la Dirección de Compras Públicas, la publicación de la presente 
Resolución Administrativa, en el portal institucional del Servicio Nacional de Contratación Pública 
SERCOP, de conformidad con lo prescrito en la Ley Orgánica del Sistema Nacional de 
Contratación Pública y su Reglamento General de aplicación.  
 
Articulo 7.- De la ejecución de la presente Resolución, encárguese a la Secretaría General, Dirección 
Financiera, Tesorería, Dirección de Contratación Pública. 
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DISPOSICIÓN FINAL 

 
ÚNICA. - La presente Resolución entrará en vigor a partir de su suscripción, sin perjuicio de su 
publicación en el dominio web institucional y Gaceta Oficial, sin perjuicio de su publicación en el 
Sistema Oficial de Contratación del Estado (SOCE), www.compraspublicas.gob.ec. 
 
Dado y firmado en el despacho del Prefecto Provincial de Imbabura, en la ciudad de Ibarra, a los 05 
días del mes de octubre de 2026. 
  

 
Richard Calderón Saltos. 

PREFECTO DE LA PROVINCIA DE IMBABURA 
 
 
CERTIFICO: Que la presente Resolución fue dada en el despacho del señor Prefecto Provincial de 
Imbabura a los 05 días del mes de octubre de 2026. 
 
 

 
Juan Diego Acosta López. 
SECRETARIO GENERAL 
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